EL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO
PROVINCIAL DE ………..
CONSIDERANDO:
Que, el artículo 1, de la Constitución de la República del Ecuador, establece que “el Ecuador es un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social”. 
Que, el numeral 1 del artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador, señala entre los deberes primordiales del Estado, el de “Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes”.
Que, el primer inciso del artículo 10 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que “Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales”. 
Que, el artículo 11, Numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador establece que “Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio - económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad”; y el Numeral 9, dispone que el más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución. 
Que, el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de la libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos públicos y privados. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad. 
Que, los artículos 36, 37 y 38, de la Constitución de la República del Ecuador, establecen y garantizan los derechos de las personas adultas mayores. 

Que, el artículo 39, de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce a las y los jóvenes como actores estratégicos del desarrollo del país. 
Que, los artículos 40, 41 y 42 de la Constitución de la República del Ecuador, reconocen el derecho de las personas a migrar así como garantizar los derechos de las personas, cualquiera sea su condición migratoria. 
Que los artículos 44,45 y 46 de la Constitución de la República del Ecuador, garantizan los derechos de la niñez y la adolescencia, imponiendo al Estado, la sociedad y la familia, en sus diversos tipos, la promoción de su desarrollo integral de una manera prioritaria. 
Que, los artículos 47,48 y 49 de la Constitución de la República del Ecuador reconocen los derechos para las personas con discapacidad, procurando la equiparación de oportunidades y su integración social. 
Que, los artículos 56, 57, 58,59, y 60, de la Constitución de la República del Ecuador, reconocen y garantizan los derechos colectivos de las comunas, comunidades, pueblos, nacionalidades indígenas, del pueblo afroecuatoriano y el pueblo montubio que forman parte del Estado ecuatoriano, único e indivisible. 
Que, el artículo 70 de la Constitución de la República del Ecuador, garantiza que, el Estado formulará y ejecutará políticas para alcanzar la igualdad entre hombres y mujeres, a través del mecanismo especializado de acuerdo con la ley, e incorpora el enfoque de género en planes y programas y brindará asistencia técnica para su obligatoria aplicación en el sector público. 
Que, el artículo 95 de la Constitución dispone: “Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de manera protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, y en el control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano. La participación se orientará por los principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control popular, solidaridad e interculturalidad. La participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, que se ejercerá a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria”.
Que, el artículo 156 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “Los Consejos Nacionales para la Igualdad son órganos responsables de asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de Derecho Humanos. Los Consejos ejercerán atribuciones en la formulación, transversalización, observancia, seguimiento y evaluación de las políticas públicas relacionadas con las temáticas de género, generacionales, interculturales y de discapacidades y movilidad humana de acuerdo con la ley. Para el cumplimiento de sus fines se coordinarán con las entidades rectoras y ejecutoras y con los organismos especializados en la protección de derechos en todos los niveles de gobierno.” 
Que, el artículo 238 de la Constitución del Ecuador se dispone que: “Los gobiernos autónomos descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, equidad interterritorial, integración y participación ciudadana…”
Que, el artículo 240 de la Constitución del Ecuador establece que “Los gobiernos autónomos descentralizados de la regiones, distritos metropolitanos, provincias y cantones tendrán facultades legislativas en el ámbito de sus competencias y jurisdicciones territoriales. Las juntas parroquiales rurales tendrán facultades reglamentarias.  Todos los gobiernos autónomos descentralizados ejercerán facultades ejecutivas en el ámbito de sus competencias y jurisdicciones territoriales.”

Que, el artículo 340 de la Constitución de la República del Ecuador, instaura el Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social entendido como el conjunto articulado y coordinado de sistemas, instituciones, políticas, normas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos del régimen de desarrollo. 
Que, el artículo 341 de la Constitución dispone que el “El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y la no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos grupos que requieran consideración especial por la persistencia de desigualdades, exclusión, discriminación o violencia, o en virtud de su condición etaria, de salud o de discapacidad. La protección integral funcionará a través de sistemas especializados, de acuerdo con la ley. Los sistemas especializados se guiarán por sus principios específicos y los del sistema nacional de inclusión y equidad social. El sistema nacional descentralizado de protección integral de la niñez y la adolescencia será el encargado de asegurar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes. Serán parte del sistema las instituciones públicas, privadas y comunitarias.”
Que, el artículo 14 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, en cuanto a los Enfoques de Igualdad, manifiesta que, en el ejercicio de la planificación y la política pública, se establecerán espacios de coordinación, con el fin de incorporar los enfoques de género, étnico-culturales, generacionales, de discapacidad y movilidad. Asimismo, en la definición de las acciones públicas se incorporarán dichos enfoques para conseguir la reducción de brechas socio-económicas y la garantía de derechos. 
Que, el artículo 15 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas establece que la definición de la política pública nacional le corresponde a la función ejecutiva, dentro del ámbito de sus competencias. Los Ministerios, secretarías y consejos sectoriales de política, formularán y ejecutarán políticas y planes sectoriales con enfoque territorial, sujetos estrictamente a los objetivos y metas del Plan Nacional de Desarrollo. 
Los gobiernos autónomos descentralizados formularán y ejecutarán las políticas locales para la gestión del territorio en el ámbito de sus competencias, las mismas que serán incorporadas en sus planes de desarrollo y de ordenamiento territorial y en los instrumentos normativos que se dicten para el efecto. 

Que, el inciso 5 del artículo 3 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), manifiesta que la Igualdad de trato implica que todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades, en el marco del respeto a los principios de interculturalidad, y plurinacional, equidad de género, generacional, los usos y costumbres. 
Que, el literal h) del artículo 4 del COOTAD, establece entre los fines de los Gobiernos Autónomos Descentralizados, la generación de condiciones que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución de la República a través de la creación y funcionamiento del sistema de protección integral de sus habitantes. 
Que, el literal g) del artículo 41 del COOTAD, establece como función de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Provinciales, promover los sistemas de protección integral a los grupos de atención prioritaria para garantizar los derechos consagrados en la Constitución en el marco de sus competencias;

Que, el Art. 43 del Código Orgánico de Organización Territorial Autonomías y Descentralización (COOTAD), sobre el Consejo Provincial  establece que “El consejo provincial es el órgano de legislación y fiscalización del gobierno autónomo descentralizado provincial. Estará integrado por el prefecto o prefecta quien lo presidirá con voto dirimente, el viceprefecto o viceprefecta; por alcaldes o alcaldesas o concejales o concejalas en representación de los cantones; y, por representantes elegidos de entre quienes presidan los gobiernos parroquiales rurales, que se designarán observándolas reglas previstas en este Código”.
Que, el numeral j) del artículo 54 del COOTAD, entre las funciones del gobierno autónomo descentralizado municipal, señala la siguiente: “j) Implementar los sistemas de protección integral del cantón que aseguren el ejercicio garantía y exigibilidad de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales, lo cual incluirá la conformación de los consejos cantonales, juntas cantonales y redes de protección de derechos de los grupos de atención prioritaria. Para la atención en las zonas rurales coordinará con los gobiernos autónomos parroquiales y provinciales”;

Que, el numeral k) del artículo 64 del COOTAD, entre las funciones del gobierno autónomo descentralizado parroquial rural, señala la siguiente: “k) Promover los sistemas de protección integral a los grupos de atención prioritaria para garantizar los derechos consagrados en la Constitución, en el marco de sus competencias”;

Que, el tercer inciso del artículo 128 del COOTAD señala que todas las competencias se gestionarán como un sistema integral que articula los distintos niveles de gobierno y por lo tanto, serán responsables del Estado en su conjunto. El ejercicio de las competencias observará una gestión solidaria y subsidiaria entre los diferentes modelos de gobierno, con participación ciudadana y una adecuada coordinación interinstitucional. Los modelos de gestión de los diferentes sectores se organizarán, funcionarán y someterán a los principios y normas definidos en el sistema nacional de competencias. Los modelos de gestión que se desarrollen en los regímenes especiales observaran necesariamente la distribución de competencias y facultades, criterios y normas, contenidas en este Código para los distintos niveles de gobierno. 
Que, el artículo 302, del COOTAD, con relación a los principios de participación establecidos en el artículo 95 de la Constitución, señala que: “La ciudadanía, en forma individual o colectiva, podrán participar de manera protagónica en la toma de decisiones, la planificación y gestión de los asuntos públicos, y el control social de las instituciones de los Gobiernos Autónomos Descentralizados y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción del poder ciudadano”.

Que, los numerales 1 y 2 del artículo 64 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, entre las finalidades de los diferentes niveles de Gobierno en las instancias de participación, establecen las siguientes: 1. Elaborar planes y políticas locales y sectoriales entre los gobiernos y la ciudadanía; 2. Mejorar la calidad de la inversión pública y definir agendas de desarrollo;
Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece lo siguiente “Esta Ley incentiva el conjunto de dinámicas de organización, participación y control social que la sociedad emprenda por su libre iniciativa para resolver sus problemas e incidir en la gestión de las cuestiones que atañen al interés común para, de esta forma, procurar la vigencia de sus derechos y el ejercicio de la soberanía popular”;

Que, el artículo 30 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece lo siguiente: “Se reconocen todas las formas de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular que contribuyan a la defensa de los derechos individuales y colectivos, la gestión y resolución de problemas y conflictos, al fomento de la solidaridad, la construcción de la democracia y la búsqueda del buen vivir; que incidan en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los niveles de gobierno, así como, de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios públicos...”;

Que, el artículo 80 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece que “Los consejos consultivos son mecanismos de asesoramiento compuestos por ciudadanas o ciudadanos, o por organizaciones civiles que se constituyen en espacios y organismos de consulta. Las autoridades o las instancias mixtas o paritarias podrán convocar en cualquier momento a dichos consejos. Su función es meramente consultiva”.
Por lo expuesto, en uso de las atribuciones que le confiere el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización COOTAD, establecido en el Art. 47 literal a) el Gobierno Autónomo Descentralizado de la Provincia de ………..; expide

LA ORDENANZA PROVINCIAL DEL SISTEMA TERRITORIAL INTEGRAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA PROVINCIA DE  ………..
CAPITULO I
DEFINICIÓN, ÁMBITO DE APLICACIÓN, PRINCIPIOS Y OBJETIVOS
Art..- Definición.- El sistema territorial de igualdad y protección integral de los derechos, es un conjunto articulado y coordinado de organismos, entidades y servicios, públicos y privados cuyo propósito es asegurar la vigencia, ejercicio, exigibilidad y restitución de los derechos de las personas y grupos de atención prioritaria de la provincia de ………………..
Forman parte del Sistema de Protección Integral de derechos, además de los señalados en la presente ordenanza, todos aquellos organismos que por sus competencias, funciones o mandatos estén vinculados a servicios, garantía, protección, vigilancia y exigibilidad de derechos.

Art..- Ámbito de Aplicación.- La presente ordenanza es un instrumento legal de aplicación general y de observancia obligatoria para la provincia de …………….., rige para la promoción del Sistema Territorial Integral de Protección y Promoción de Derechos de la provincia de ………………, y el correspondiente seguimiento de las medidas políticas, administrativas, económicas, legislativas, sociales y jurídicas que sean necesarias para la plena vigencia, ejercicio efectivo, garantía, protección y exigibilidad de la totalidad de los derechos de los grupos de atención prioritaria, que se implementen en el ámbito provincial, en los cinco enfoques de igualdad:
a) Género
b) Intergeneracional
c) Pueblos y Nacionalidades
d) Discapacidades
e) Movilidad Humana.
Art..- Principios.- Los principios que rigen al Sistema Territorial Integral de Protección de Derechos de los Grupos de Atención Prioritaria, serán: Universalidad, Igualdad, Equidad, Progresividad, Interculturalidad, Solidaridad y No Discriminación. Funcionará bajo los criterios de Calidad, Eficiencia, Eficacia, Transparencia, Responsabilidad y Participación. 
Art..- 4. De los objetivos.-

a) Asegurar el ejercicio, garantía y exigibilidad de los derechos consagrados en la constitución y en los instrumentos internacionales.
b) Promover el sistema territorial de igualdad y protección de derechos de la provincia de …
c) Dar seguimiento a las Políticas Públicas del Sistema Territorial Integral de Protección de Derechos a nivel provincial.
d) Promover la articulación, coordinación, y corresponsabilidad entre los diferentes niveles de gobiernos autónomos descentralizados, en especial con los Consejos Cantonales de Protección de Derechos.
e) Brindar apoyo técnico a los miembros del Sistema Territorial Integral de Protección y Promoción de Derechos, en los cinco enfoques de igualdad.
f) Transversalizar las políticas públicas provinciales de género, étnicas, intergeneracionales, interculturales, de discapacidades y movilidad humana en todas en toda la institucionalidad pública y privada en su jurisdicción.
g) Fortalecer los procesos de participación ciudadana implícitos en el Sistema Territorial Integral de Protección de Derechos, en especial a los consejos consultivos de todos los grupos de atención prioritaria y defensorías comunitarias; para lo cual, se promoverá asambleas consultivas.
h) Impulsar la vinculación con los sectores rurales de la provincia de ………… para el cumplimiento de los fines de la ordenanza en esos sectores territoriales .
i) Impulsar la coordinación con la policía nacional de la provincia del ……………….y otros organismos para garantiza la protección integral de los grupos de atención prioritaria.
CAPITULO II

DE LOS ESPACIOS DE FORTALECIMIENTO, ARTICULACIÓN Y PARTICIPACIÓN PROVINCIAL

Art. 5.- De acuerdo al artículo 100 de la Constitución de la República del Ecuador; el Gobierno Autónomo Descentralizado de la Provincia de …………… reconoce el derecho de los ciudadanos y las ciudadanas para impulsar espacios de participación integrados por autoridades electas y representantes de la sociedad del ámbito territorial en cada nivel de gobierno, en concordancia con el Art. 64 numerales 1 y 2 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, y al amparo del Art. 327 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización. 
CAPITULO III
DE LOS MECANISMOS PARA EL SEGUIMIENTO Y OBSERVANCIA AL  CUMPLIMIENTO DE LA POLÍTICA PÚBLICA…………….”

Art. 6.- Se socializará las Políticas Públicas, a la ciudadanía, medios de comunicación, autoridades parroquiales, cantonales y provinciales, 
CAPÍTULO IV

CONSEJOS CONSULTIVOS

Art. 7.-CONSEJOS CONSULTIVOS.- Los consejos consultivos son mecanismos de asesoramiento compuestos por titulares de derechos de cada una de las temáticas (género, étnico/intercultural, generacional, movilidad humana y discapacidad).   Se constituyen en espacios y organismos de consulta.  El Gobierno provincial podrá convocar en cualquier momento a dichos consejos. Su función es consultiva.  

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES FINALES

…………..
días del mes de……… del 2014.

